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			Prólogo

			Es con sumo placer que presento unas palabras liminares a la publicación de este libro de Marta Lucía Giraldo. De su interesante contenido, centraré mis comentarios en aquellos aspectos que entiendo más relevantes y que aportan valor añadido al conocimiento actual en la siempre compleja relación entre archivos, memoria colectiva y derechos humanos. Un aspecto por destacar es la intensa y argumentada consideración de la centralidad de los archivos en las tareas de recuperación de la memoria y de los principios de verdad, justicia y reparación en el marco del proceso de paz en Colombia; así como es necesario constatar la generación de una normatividad abundante y compleja, a veces incluso laberíntica, emanada principalmente del Estado sobre el denominado “conflicto armado”, y un cierto sobredimensionamiento de los estudios que la analizan, la situación deviene mucho más limitada por lo que se refiere a los trabajos de reflexión sobre aquella normatividad que impacta singularmente en la configuración y el tratamiento de los archivos. En este contexto, el libro presenta una mirada novedosa en la medida en que sitúa su análisis fuera de los clásicos archivos institucionales, explora de manera analítica y documentada la notable relevancia de los archivos no oficiales y caracteriza su origen, necesidad y uso como elemento referencial en el acompañamiento a las víctimas. La autora acuña el término activación del archivo, que refleja una nueva mirada sobre su contexto, contenido y, especialmente, sus formas de apropiación por parte de las comunidades afectadas.

			Otro elemento por destacar de este libro es el adecuado equilibrio entre la reflexión teórica y el análisis de casos prácticos. Así, la autora fija de manera precisa los principales conceptos, realiza un análisis muy bien articulado de los archivos como herramientas contra la impunidad, para la justicia social y como lugares de memoria, y propone repensar algunos de los significados tradicionales. Pero, probablemente, la aportación más sólida la constituye todo el capítulo intitulado “Movimiento de derechos humanos y trabajos de la memoria en Colombia”, en el cual se plantea una lúcida lectura interdisciplinar que permite entender la complejidad de los elementos que interactúan en un escenario presidido por el accionar de distintos actores y de múltiples conceptos —pasado, memoria, patrimonio...— que solo pueden entenderse en una lectura integrada como la que se propone. En realidad, es una propuesta de cómo deben volverse “productivos” —en el sentido generoso del término— unos archivos y colecciones creadas por las víctimas del conflicto y cómo su tratamiento y uso debe articularse con los deseos de justicia y reparación y devenir una posible vía de cauterización de las profundas heridas derivadas de un pasado marcado por la violencia.

			Así mismo, cabe enfatizar la exploración analítica y documentada del valor concreto que suponen los archivos no oficiales, en este caso centrada en cuatro archivos personales y comunitarios, objeto de una parte sustancial del texto. En concreto, la autora manifiesta de manera explícita que la información sobre violaciones a los derechos humanos producida por entidades estatales debe complementarse con los archivos de la sociedad civil, apunte que va más allá de una mera expresión retórica y se hace realidad con un análisis sistemático y riguroso de los archivos de Fabiola Lalinde, un caso paradigmático de la “creación” de un archivo personal que deviene ejemplo y modelo de perseverancia en la lucha por la justicia; el de Mario Agudelo, vinculado al Partido Comunista y, en su momento, al Ejército Popular de Liberación (epl), que refleja el trayecto vital de un protagonista “evolutivo”; de la Asociación Caminos de Esperanza Madres de la Candelaria, reflejo de la lucha y las contradicciones de los movimientos familiares y, finalmente, de Asovida, ejemplo preciso del proceso de conformación de un archivo comunitario. Una selección muy representativa de la variada tipología de archivos no oficiales (personales y comunitarios) y que consolida un modelo de análisis objetivo y altamente clarificador.

			La solidez del libro y la justificación plena de su publicación viene avalada también por dos elementos capitales: por una parte, la elaboración de unas conclusiones amplias y especialmente incisivas que apuntan a los retos y desafíos que deben enfrentarse a corto plazo; por otra, un apartado de fuentes de información (bibliografía; legislación, normativas e informes; fuentes de archivo y entrevistas) que constituye un estado del arte de notabilísima utilidad. 

			Quiero señalar, finalmente, que la densidad e intensidad de los aportes de este trabajo merecerían una glosa más extensa, de manera que en esta breve aproximación hemos querido dejar clara evidencia de que la obra de Marta Lucía Giraldo está destinada a ser, sin duda, un libro de referencia a nivel internacional y un reflejo del alto nivel profesional del sector académico colombiano.

			Dr. Ramon Alberch i Fugueras

			Archivista e historiador
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			Estudiar los archivos, 
desvelar las memorias

			El desarrollo y la consolidación del movimiento de derechos humanos en Colombia se corresponde con el auge del movimiento social por la memoria. Entre ambos se produjo una relación de reciprocidad similar a la que se dio en otros países del Cono Sur, donde al discurso por los derechos humanos se integraron varias demandas: la búsqueda de la verdad, la búsqueda de justicia, la necesidad de encontrar sentido a la experiencia traumática (Jelin, 2003). También en Colombia el movimiento de derechos humanos unió sus banderas con el movimiento que buscaba la reivindicación de la memoria del pasado violento. En la práctica, las labores de documentación de las denuncias a las violaciones de los derechos humanos, consignadas en archivos, fueron el soporte de las demandas de justicia; con el transcurrir del tiempo, estos archivos han servido de herramienta a las víctimas y a sus familiares en la construcción de las memorias de lo sucedido.

			Este libro estudia los archivos no oficiales creados en Colombia en relación con el conflicto armado interno. ¿En qué contexto surge la necesidad de esclarecer y documentar las violaciones a los derechos humanos en Colombia? ¿Qué sentidos les asignan a sus prácticas los creadores de los archivos que documentan violaciones a los derechos humanos? ¿Qué usos se les da a los archivos que documentan el conflicto armado? Para dar respuesta a estas preguntas tomé como objeto de estudio los archivos personales de Fabiola Lalinde y Mario Agudelo y los archivos comunitarios de la Asociación Caminos de Esperanza Madres de la Candelaria y la Asociación de Víctimas Unidas del municipio de Granada (Asovida).

			Los cuatro casos estudiados tienen interés en sí mismos, pues su labor de documentación de violaciones a los derechos humanos es emblemática. El archivo de Fabiola Lalinde documentó exhaustivamente el drama de la desaparición de su hijo, así como las demandas de justicia en Colombia y en el exterior. El rigor del método (conocido como Operación Cirirí) con el cual fue conformado el acervo documental lo convirtió en modelo para otros familiares de víctimas. En 2015, la Unesco declaró parte de su archivo como patrimonio de la humanidad y lo incluyó en el Registro Memoria del Mundo de América Latina y el Caribe.

			El archivo de Mario Agudelo, quien fue militante del Ejército Popular de Liberación (epl), con amplia participación en política y en procesos de paz y reconciliación tras su reincorporación a la vida civil, constituye una fuente privilegiada para estudiar las memorias de los excombatientes en Colombia.

			El archivo de las Madres de la Candelaria, organización que, como tantas otras asociaciones de mujeres en el mundo que se han reunido para denunciar públicamente la desaparición de sus seres queridos, encarna una ética del cuidado de los documentos que testimonian la existencia de las víctimas y la lucha por obtener verdad y justicia.

			El archivo de Asovida conserva las huellas de la resiliencia de una comunidad que le dijo no a los violentos y se organizó para recomponer la cotidianidad y el tejido social y hacer memoria de lo sucedido. Esta asociación y su iniciativa de memoria denominada el Salón del Nunca Más son reconocidos en el país como ejemplos de la agencia de las víctimas que han logrado sobrevivir a la guerra.

			Los archivos de derechos humanos producidos desde la sociedad civil, en su conjunto, son “un ingrediente esencial y básico de cualquier intento a largo plazo de recordar adecuadamente y dar sentido a abusos de derechos humanos en el pasado” (Bickford, 1999, p. 1109).1 Su preservación es un elemento clave para fortalecer la democracia y mantener abiertos los canales de participación ciudadana. Idealmente, tanto la documentación que ha producido el Estado, que da cuenta de sus actuaciones en el marco de la ley o por fuera de ella, como la generada y acopiada por la sociedad civil deberían estar disponibles y contribuir como evidencia a la defensa de los derechos humanos.

			Sin embargo, en Colombia el estudio de los archivos producidos por la sociedad civil en relación con el conflicto armado interno ha sido un tema poco explorado. La investigación de la cual se deriva este libro contribuye a llenar este vacío y se inscribe así dentro de la vertiente de la archivología contemporánea que apuesta por una mirada reflexiva sobre la naturaleza, los sentidos y los usos de los archivos creados en condiciones de violencia. Además, establece relaciones con los campos de conocimiento de la historia reciente, los derechos humanos pensados desde el sur global (Jelin, 2003; Santos, 2014) y los estudios sociales de la memoria (Halbwachs, 2004b; Huyssen, 2010; Jelin, 2002b; Todorov, 2000).

			Para abordar este estudio resulta conveniente dar cuenta, así sea brevemente, de cómo el concepto de archivo (y la archivología misma) se han transformado en las últimas décadas (Cook, 2001; Cook, 2013). Me interesa particularmente el reconocimiento de la pluralidad de los archivos y de los complejos contextos de su creación. Según Terry Cook (2007), la concepción tradicional sobre el archivo está cambiando: la tendencia es a concebirlo como el “lugar donde la memoria social ha sido (y es) construida [...]. El documento, por lo tanto, se convierte en un significado cultural, una construcción mediatizada y cambiante, y no una plantilla vacía donde verter los actos y los hechos” (p. 93).

			Esta perspectiva resulta útil para estudiar los archivos producidos por personas y organizaciones que trabajan por la defensa de los derechos de las víctimas del conflicto armado en Colombia, pues su generación responde a lógicas diversas, que en algunos casos se acomodan mal a las herramientas conceptuales de la archivología de corte positivista.

			Es evidente que la noción de archivo se ha hecho cada vez más común en las humanidades. En las últimas décadas, autores como Foucault (1969), Derrida (1995), Ricœur (2000), Assmann (2006) y Guasch (2011) la han abordado desde distintas perspectivas, casi siempre como construcción metafórica en la que caben todas las formas imaginables de almacenamiento y de memoria, subrayando las relaciones de poder que encarna el archivo, con consecuencias evidentes en los procesos sociales de recordar y olvidar, de conservar y eliminar, con un efecto directo sobre el tipo de historias que pueden investigarse y representarse.

			Marianne Hirsch y Diana Taylor (2012), editoras del monográfico Sujetos de/al archivo de la revista e-MISFERICA, se preguntaban: “¿por qué los archivos y las prácticas archivísticas se han vuelto tan centrales para la comprensión de nuestro momento histórico y de nosotros como sujetos de la historia?” (2012). Andreas Huyssen (2002) parece ofrecer una respuesta a estas preguntas con la sugerente hipótesis de que el auge de la memoria, la mnemohistoria y la musealización responden a la búsqueda de un escudo protector ante el “miedo a que las cosas devengan obsoletas y desaparezcan, un baluarte que nos proteja de la profunda angustia de la velocidad del cambio y los horizontes de tiempo y espacio cada vez más estrechos” (p. 32). En este contexto vertiginoso, sigue diciendo Huyssen, el archivo como portador de memoria cobra fuerza como “un contrapeso para el ritmo cada vez más acelerado de los cambios o como un sitio para preservar el espacio y el tiempo. Desde el punto de vista del archivo, por supuesto, el olvido constituye la máxima trasgresión” (p. 36). Desde su perspectiva, la invocación al archivo resulta exitosa hoy en día como estabilizadora, como anclaje; apelamos a ella con la esperanza de poder fijar las memorias locales, regionales, en un mundo cada vez más globalizado e interconectado. A este respecto, la creación y salvaguarda de archivos se reivindica cada vez más como una práctica social generalizada, pero no uniforme, que agrupa iniciativas disímiles con enfoques en las identidades locales, en el origen étnico, en las luchas por los derechos, entre otros.

			Este fértil espacio interdisciplinario de investigación académica en torno a los archivos que ha ido cultivándose en las últimas décadas ha involucrado también a la archivología, llevándola a replantear sus principios teóricos y sus prácticas (Alphen, 2017). Es justamente en ese ámbito de conocimiento donde se sitúa esta investigación, pues la disciplina cuenta con una tradición y un desarrollo teórico amplio, aunque poco conocido para las ciencias sociales y humanas. Las discusiones sobre los archivos que se han dado por fuera de la archivología han enriquecido su comprensión, pero en buena medida han ignorado los aportes propios de la disciplina y, sobre todo, las ideas de quienes trabajan al frente de los archivos. Al respecto plantea Terry Cook (2010):

			estos estudiosos apenas han prestado atención a la gente real (los archiveros) que trabaja en instituciones reales (los archivos —obsérvese la palabra en plural—) y al hecho de que los archiveros cambian en el tiempo y en el espacio, con sus propias suposiciones, creencias, teorías, estrategias, metodologías y procedimientos profesionales y disciplinarios que continuamente dan forma a la naturaleza del documento archivístico y de los archivos (pp. 153-154).

			Este llamado de atención de Cook sirve de sustento para dar voz a los teóricos de la archivología que en las últimas décadas han comenzado a dar forma a un pensamiento cada vez más interesante y creativo sobre la naturaleza de los archivos y su importancia social.

			Otro debate del que se ha ocupado la disciplina en las últimas décadas ha sido el de los archivos no oficiales (Cook, 1998; Wilson, 2012). Y es que, a pesar de los avances, los archivos privados ocupan todavía un lugar marginal dentro del campo de conocimiento de la archivología. Por ejemplo, en Colombia es común que los archivos personales sean tratados por bibliotecólogos, museólogos o historiadores y solo en casos excepcionales por archivistas. Así mismo, su custodia suele hacerse en institutos de investigación especializados, bibliotecas públicas o universitarias, entre otros, y no hacen parte del Sistema Nacional de Archivos —como ocurre en otros países—.

			Según Terry Cook (1998), una de las causas de esta falta de atención a los archivos privados es que los primeros tratados que dan sustento a la disciplina hacen un énfasis casi exclusivo en los archivos públicos:

			Los archivos eran tradicionalmente creados por el Estado, para servirle como parte de su estructura jerárquica y de su cultura organizacional. De esta manera, la teoría, los principios y las metodologías archivísticas popularizadas alrededor del mundo por esos autores pioneros (y por sus innumerables seguidores) reflejan de modo nada sorprendente la naturaleza inherente de los documentos gubernamentales y de sus creadores en instituciones oficiales, con los cuales los autores estaban íntimamente familiarizados (p. 133).

			En consecuencia, el pensamiento sobre los archivos ha tomado como objeto de referencia los acervos oficiales, instituciones con hondas raíces en la historia de la humanidad, y sobre cuyas prácticas se ha reflexionado desde hace por lo menos doscientos años, lo que ha ido constituyendo un abanico de tradiciones teóricas. Los archivos oficiales representan las tramas burocráticas de los Estados modernos y, por lo general, han sido planeados, cuentan con estructuras administrativas, procesos de producción, organización y conservación previamente determinados. En cambio, se ha dedicado mucha menos atención a los archivos personales o a los pertenecientes a organizaciones de la sociedad civil, en cuyo origen hay causas menos evidentes y organizadas, como el azar, el afán de dejar huella o la defensa de derechos fundamentales. En años recientes la identificación de esta carencia ha tenido importantes efectos en la agenda investigativa de la disciplina, provocando cuestiones y reflexiones sobre la representación del conjunto de la sociedad en los archivos. Por ejemplo, Ian E. Wilson (2012), quien trabajó para los Archivos Nacionales de Canadá, se preguntaba:

			¿Los documentos que estamos creando reflejan plenamente la diversidad y complejidad de nuestras sociedades?, ¿nuestras decisiones a la hora de evaluar documentos tienen en cuenta la perspectiva de las minorías?, ¿conservamos archivos que ayuden a documentar la experiencia de todos los ciudadanos? En la mayoría de los países, los documentos oficiales del gobierno proporcionan solo parte de la historia y los acervos del sector privado, los registros familiares y las organizaciones no gubernamentales de la sociedad civil ofrecen puntos de vista y equilibrio esenciales (p. 241).

			Estas nuevas preocupaciones obedecen a los profundos cambios de los Estados nación, las sociedades, la archivología y las ciencias sociales y humanas desde los tiempos en los que se publicaron los primeros tratados archivísticos. Hoy en día, los archivistas y sus instituciones están llamados a velar por la creación y conservación de acervos documentales exhaustivos que incluyan las voces de las minorías, de la gente común y corriente, lo que los obliga a repensar sus fundamentos disciplinares adaptándolos a los tiempos que corren y a sus problemas. La teoría archivística clásica no siempre resulta adecuada a la hora de abordar los archivos privados, lo que implica matizar, ampliar o repensar los fundamentos de la disciplina. Esta revisión no supone renunciar a ellos, sino, más bien, emplearlos de manera crítica. ¿Cómo conceptualizamos los documentos que tienen su origen en un individuo? ¿Qué diferencia los archivos personales de otro tipo de fondos? ¿Qué experiencias humanas se documentan en un determinado archivo personal?

			Caroline Williams (2008) plantea que los archivos personales son “aquellos creados por un individuo [...], generados como parte de los procesos de vida, trabajo y ocio, tanto individual como comunitariamente” (pp. 55-56). Me interesa esta concepción amplia porque deja espacio para la inclusión de documentos producidos a través de diferentes tipos de actividades y de relaciones. Desde otra perspectiva, Catherine Hobbs (2001) desarrolla el concepto de archivo personal en correspondencia con la identidad de quien lo produce: “los fondos de un individuo son un lugar donde la personalidad y los eventos de la vida interactúan en forma documental” (p. 127). En ambas nociones encontramos una conexión de interdependencia entre acciones y documentos. Los archivos personales representan una urdimbre de vínculos de los documentos entre sí y, sobre todo, de los documentos con las actividades desarrolladas por las personas que los han creado.

			En las últimas décadas, algunas corrientes de la archivología han cuestionado la visión tradicional de la creación de archivos y del principio de procedencia, considerando que el enfoque centrado en un único creador es reduccionista e invisibiliza el papel que diferentes personas, instituciones o grupos pueden tener en la configuración de los acervos (Douglas, 2018; Ketelaar, 2001; Millar, 2002; Nesmith, 1999). Jennifer Douglas (2018), en su estudio de la naturaleza de los archivos de escritores, propone cinco tipos de creación de estos acervos:

			(1) creación por el individuo tradicionalmente nombrado como el creador de un fondo; (2) creación por comunidades a las cuales pertenecen los creadores; (3) creación por custodios (aquí excluyendo archivistas) del archivo; (4) creación por archivistas; y (5) creación por subsecuentes “activadores” de los archivos (p. 5).

			La intervención de individuos y grupos distintos al titular en la configuración de los archivos personales no suele ser objeto de atención de la teoría de archivos y, por ende, tampoco suele ser tenida en cuenta a la hora de describir los documentos. La atención exhaustiva a los procesos de creación y descripción de archivos implica, a su vez, la adopción de una visión renovada del principio de procedencia. Tom Nesmith (1999) ha propuesto reformularlo en los siguientes términos: “consiste en los procesos sociales y técnicos de inscripción, transmisión, contextualización e interpretación de los documentos que dan cuenta de su existencia, características e historia continua” (p. 146). Esta concepción ampliada hace posible ofrecer información completa acerca de quienes crean, utilizan y conservan los documentos a través del tiempo.

			Las denominadas “colecciones documentales” también merecen especial atención en este libro. Si los archivos personales ocupan un lugar marginal en la archivología, las colecciones son, a menudo, tratadas como materiales impuros, de segunda clase o, en el peor de los casos, como elementos ajenos a la disciplina.2 Hilary Jenkinson (1980) llegó a manifestar: “Yo querría que la palabra colección fuese prohibida en el vocabulario archivístico, solamente para establecer este importante hecho, es decir, los archivos no son colecciones” (p. 238). En consecuencia, los acervos personales integrados a menudo por colecciones han llegado a perder el estatus de archivos en el contexto de la corriente más ortodoxa de la archivología. Así, por ejemplo, para Elio Lodolini (1995):

			Algunas afirmaciones doctrinarias están, por lo tanto, definitivamente asentadas y sabemos: que el archivo nace “involuntariamente” como consecuencia de una actividad de gestión, cualquiera sea el campo de aplicación, y es su reflejo documental; [...] en consecuencia no se puede crear voluntariamente un archivo [...], que una recopilación o una colección de documentos no podrán jamás convertirse en un archivo (p. 42).

			Si nos mantuviésemos fieles a este postulado, los archivos personales, creados casi siempre de manera voluntaria, conformados a partir de recopilaciones o colecciones de documentos de distinta naturaleza y origen, no podrían ser considerados como archivos. Es decir, la concepción contemporánea de los archivos personales no corresponde al discurso más conservador de la archivología, que sostiene que la objetividad, la autenticidad y la relevancia histórica son características esenciales de los archivos.

			Más que una diferenciación tajante entre fondo y colección conviene aceptar la intersección entre ambas categorías. Terry Cook (1992) desarrolló una idea que puede resultar útil para superar esta dicotomía. Él propuso concebir los fondos como abstracciones conceptuales, como construcciones intelectuales, más que como entidades físicas. Esta propuesta de Cook está formulada de cara a las necesidades que enfrentan quienes trabajan con archivos, que a menudo deben lidiar no solo con documentos impresos sobre papel, sino con documentos digitales; en un contexto de preponderancia de las tecnologías de la información y la comunicación, en el que la procedencia de los documentos puede ser múltiple, y este hecho afecta la gestión y el uso de los documentos. Geoffrey Yeo (2012) considera que el hecho de reconocer

			que los fondos son conceptuales abre la posibilidad no solo de concebir los fondos superpuestos, sino también de diferentes interpretaciones de sus fronteras. Para aquellos archivistas que creen que los límites de los fondos se pueden definir objetivamente, esta idea probablemente parezca una herejía [...]. Sin embargo, la subjetividad de sus límites y la multiplicidad de límites posibles no niegan el concepto de fondo ni lo dejan sin sentido. La falta de claridad de los límites de un fondo no significa que debamos verlo como si no tuviera límites en absoluto (pp. 68-69).

			Más allá de las diferencias terminológicas a la hora de valorar este tipo de acervos conviene considerar los contextos de procedencia, la importancia de su contenido y la sistematicidad aplicada por quienes han creado o recolectado los documentos.

			En un estudio sobre la necesidad de repensar la aplicación del principio de orden original en relación con los archivos personales, Jennifer Meehan (2010) ha planteado que, más allá de la identificación y la comprensión del orden de la documentación, es preciso determinar el significado de los documentos, establecer si reflejan o no las actividades del creador:

			Los archivistas deben concebir el orden original de manera diferente para poder comprender y contextualizar adecuadamente los archivos personales: en lugar de considerarlo como un fin por lograr, es posiblemente más útil, para los propósitos archivísticos, pensarlo como un medio para llevar a cabo la organización y la descripción (pp. 33-34).

			Es fundamental comprender los contextos de creación, transmisión y uso de los documentos para valorar en su conjunto las potencialidades de los archivos personales. La noción de orden original que podría aplicarse sería aquella que tendiera puentes entre las acciones del productor y su rastro en el archivo. Se trata de “establecer las relaciones que dan sentido al conjunto documental [...]. Hacerlo requiere el estudio y el análisis del creador, no solo en términos de lo que estaba haciendo, sino también de cómo y por qué” (pp. 37-39).

			Esta reciente atención sobre los archivos personales ha ampliado la agenda de investigación: se les ha comenzado a estudiar como artefactos ligados a la identidad de quienes los han producido (Hobbs, 2001; McKemmish, 1996; Navarro, 2012); como forma de aproximarse a la trayectoria vital y a las redes de sociabilidad de sus creadores (Cox, 2008); como productos histórico-sociales configurados a partir de distintas interferencias, tanto en el ámbito privado como en el público (Douglas, 2017); como herencias de trayectorias individuales, que se convierten en objeto de cuidados e inversiones por parte de las instituciones que asumen la custodia (Heymann, 2005); como productos derivados de las acciones que los archivistas y demás profesionales realizan para convertir los conjuntos documentales en fuentes de investigación, entre otros usos (Ketelaar, 2001). Todas estas miradas indican el desarrollo de un terreno fértil de conocimiento.

			En síntesis, el tratamiento y la reflexión sobre los archivos personales debe contemplar sus particularidades. El principio de procedencia ha de ser adoptado de manera crítica, como herramienta para conocer quién o quiénes crean, conservan y utilizan los documentos a través del tiempo. Es preciso considerar estrategias para superar la dicotomía entre fondo y colección, evitando con ello la desnaturalización de los archivos. Igualmente, se recomienda aplicar el principio de orden original, no como un fin en sí mismo, sino como un medio para poder comprender y conceptualizar adecuadamente los archivos y, de esta manera, llevar a cabo procesos de organización y descripción rigurosos que favorezcan el acceso.

			En este libro estudio, bajo la categoría de archivos personales, dos acervos producidos por individuos que han documentado, desde diferentes lugares sociales, su experiencia en relación con el conflicto armado interno en Colombia. En ambos casos puede establecerse una estrecha relación entre la vida de los creadores y su rastro documental.

			La mayoría de las anteriores consideraciones teóricas y metodológicas respecto a los archivos personales resultan pertinentes para el estudio y el tratamiento de los archivos comunitarios. Ambos tipos de acervos complementan, confrontan o contrastan las narrativas que se desprenden de los archivos oficiales. En cuanto fuentes documentales contribuyen a la representación de sociedades diversas y plurales; por ende, facilitan el reconocimiento de los diferentes grupos sociales de sus memorias e identidades. Suelen estar constituidos por documentos diversos: textuales, fotográficos, audiovisuales. Reflejan, en algunos casos, la interpelación que los ciudadanos hacen a sus gobernantes y las exigencias de rendición de cuentas.

			En los últimos años una vertiente significativa de la archivología ha centrado su atención en los archivos comunitarios, entendidos como acervos documentales reunidos primordialmente por los integrantes de un determinado grupo: “la característica que define a los archivos comunitarios es la participación de la comunidad en documentar y hacer accesible la historia de su grupo o localidad en sus propios términos” (Flinn, Stevens y Shepherd, 2009, p. 73).

			Esta categoría agrupa iniciativas de conformación de acervos documentales por parte de organizaciones muy disímiles entre sí, con enfoques en lo local, en el género, en el origen étnico, en la lucha por los derechos humanos, entre otros. Estos archivos suelen surgir de manera espontánea en respuesta a las necesidades de sus creadores. No suelen disponer de suficientes recursos y, por ende, rara vez cuentan con el apoyo de profesionales especializados en archivología. Son archivos vivos, es decir, se crean para ser utilizados intensamente, por ejemplo, en respaldo de las luchas por el reconocimiento de derechos, en la construcción de memorias o en el fortalecimiento de la comunidad. En el ámbito de la archivología, Andrew Flinn (2007) ha definido la comunidad como “un grupo que se define a sí mismo con base en su ubicación o localización, cultura, fe, experiencia u otra identidad o interés común” (p. 153).

			Los archivos comunitarios relacionados con la defensa y promoción de los derechos humanos concentran “un valor/memoria y un valor/identitario, que acompaña y refuerza la acción militante y el testimonio de las víctimas” (Da Silva Catela, 2002, p. 210). En este sentido, su importancia para la comunidad se debe a diferentes razones: “Ya sea como fuentes de información, de inspiración o estrategia, los archivos comunitarios son lugares imaginados como espacios potencialmente generadores de políticas por parte de las comunidades que representan y sirven” (Caswell, Gabiola, Zavala, Brilmyer y Cifor, 2018, p. 17). 

			La investigación acerca de los archivos comunitarios ha provocado la emergencia de nuevas perspectivas teóricas en la disciplina, ha incluido en la discusión “temas de poder y control, y ha conducido a una conceptualización de los archivos lejos del discurso neutral, objetivo y estático. Más bien, los archivos son vistos como sitios de contestación, afectados por circunstancias sociales, culturales y políticas” (Blanco-Rivera, 2012, p. 43). Terry Cook (2013) sostiene que nos encontramos ante un cambio de paradigma:

			El archivo basado en la comunidad implica [...] un cambio en los principios: de la custodia exclusiva y la propiedad de los archivos a la custodia compartida y la colaboración; del lenguaje, la terminología y las definiciones de la cultura dominante a la sensibilidad hacia el “otro” y hacia una conciencia aguda de los valores emocionales, religiosos, simbólicos y culturales que los documentos tienen para sus comunidades por su importancia administrativa y jurídica. Estos cambios nos desafían a dejar de ver el archivo de la comunidad como algo local, aficionado y de valor limitado para la sociedad en general, y comenzar a reconocer que el archivo basado en la comunidad es una práctica arraigada y bien establecida de la cual podemos aprender mucho (p. 115).

			La inclusión de las teorías de los archivos comunitarios en la corriente posmoderna también ha suscitado críticas que advierten sobre un supuesto distanciamiento entre los discursos relacionados con los archivos comunitarios y la archivología más tradicional. Según Cristine Paschild (2012), “los archivos de la comunidad se posicionan a menudo retóricamente en confrontación con los principios de la archivología, pero es una presunción equivocada que la relación entre los dos deba ser intrínsecamente áspera o distante” (p. 142).

			Ahora bien, mi suscripción de la noción de archivos comunitarios en este libro en ningún modo representa el desconocimiento del acumulado teórico de la archivología. Significa, eso sí, el llamado a una continua revisión de los presupuestos teóricos y metodológicos de la disciplina con el fin de darles cabida a acervos no oficiales como los que son estudiados aquí. En consecuencia, planteo la necesidad de una revaluación de los valores que rigen la práctica profesional, que abandone la imagen del archivista como “una figura neutra, pasiva, reactiva y, en su lugar, asuma un rol activo o proactivo, que parta del reconocimiento del poder y la influencia que el archivista tiene en la configuración de nuestro patrimonio documental y en la memoria social” (Flinn, 2007, 168).

			En esta investigación, bajo la categoría de archivos comunitarios estudio los acervos producidos por dos organizaciones de la sociedad civil que se han reunido para hacer frente común a distintas formas de victimización en el contexto del conflicto armado colombiano. Ambos acervos cumplen los criterios propuestos por Flinn (2007): 1. el archivo documenta aspectos de la identidad o intereses de la comunidad; 2. el control sobre las prácticas de documentación descansa en buena medida en la comunidad. Las organizaciones se reúnen y colectivamente documentan las distintas violencias que las han afectado y, a largo plazo, los archivos producidos o recopilados se han convertido en vehículos transmisores de la memoria de sus luchas y pilares de sus identidades grupales.

			Las ideas sobre los archivos personales y comunitarios cobran mayor interés cuando se relacionan con las intervenciones que han tenido los documentos y sus posibles usos sociales. Para comprenderlas, el archivista holandés Eric Ketelaar (2001) ha desarrollado la noción de activación del archivo. Según este autor, cada vez que un creador, un archivista o un usuario interactúa, interroga o interpreta los documentos, estos se configuran de manera activa, de modo que “cada activación deja su rastro, contribuyendo a develar los infinitos significados del archivo” (2001, p. 137). El significado de los documentos, por lo tanto, no solo radica en su contenido, sino también en los usos que se les da y en las intenciones de quienes los usan. Esta noción de activación fue clave a la hora de analizar los impactos sociales de los archivos estudiados en este libro.

			Así mismo, la presente reflexión sobre las activaciones de los archivos se inscribe en un contexto en el cual la archivología ha comenzado a ser permeada por el discurso de los derechos humanos. Hoy en día se trata de una preocupación central de la disciplina, pues, como ha planteado Margaret Procter (2017), “la armonización de la práctica archivística con la protección y promoción de los derechos humanos bien puede ser considerada como inherentemente moral” (p. 303). En el plano internacional son muchos los llamados a cuidar y proteger los archivos privados relacionados con violaciones a los derechos humanos. Graciela Karababikián (2007), quien ha sido coordinadora de patrimonio documental de Memoria Abierta en Argentina, defiende que es necesario reconocer su importancia:

			Justamente [por] la característica (ordinaria, y no extraordinaria) de los hechos represivos en nuestras regiones [...] es que han adquirido formas subterráneas, clandestinas, donde la denuncia, el testimonio, los listados de nombres, las fotografías, los planos, entre muchos otros documentos producidos o generados por quienes fueran sus víctimas con el fin de buscar a los familiares desaparecidos y denunciar la política represiva del gobierno, vienen a complementar la información necesaria para conocer los hechos (p. 631).

			En su estudio paradigmático sobre buenas prácticas para el tratamiento de archivos relacionados con violaciones a los derechos humanos, Antonio González Quintana (2009) plantea que “la mejor política de la memoria, desde el punto de vista de los archivos, sería aquella que incorporara una política archivística que fuera capaz de gestionar científica y eficazmente los documentos de los organismos públicos y que conociera, apoyara y promoviera el uso de los archivos privados” (p. 60). Ramón Alberch (2008a), por su parte, incluye los archivos privados en su tipología de archivos para los derechos humanos y, entre estos, “la documentación personal y el acervo fotográfico de las agrupaciones y las asociaciones de familiares desaparecidos y detenidos” (p. 84).

			Desde el siglo xviii hasta nuestros días se han multiplicado los discursos y las prácticas sobre derechos humanos. Estos reflejan la creciente importancia del concepto de dignidad humana y han dado lugar a acciones por parte de muchas sociedades para reivindicar su protección a través de la garantía de un conjunto de derechos básicos. En consecuencia, se han creado normas jurídicas de carácter global como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, de 1948, que comienza a configurar un sistema internacional sobre la materia. De igual manera, los derechos humanos se han integrado al ordenamiento jurídico interno de muchos países mediante sus Constituciones y constituyen un conjunto dinámico que, progresivamente, ha ido incorporando derechos individuales, políticos, económicos, sociales, culturales, al medioambiente, a la paz. Estos desarrollos no han estado exentos de disputas, como las que se han presentado entre el régimen transnacional de los derechos humanos y las soberanías nacionales (Moyn, 2010; Moyn, 2014).

			Según César Rodríguez (2014), las rápidas transformaciones de los derechos humanos se han producido gracias a la convergencia de cuatro factores: la emergencia de un orden mundial cada vez más multipolar; la adopción del discurso de los derechos humanos por una multiplicidad de actores, cada uno con sus propios objetivos y estrategias; el uso intensivo de las tecnologías de la información y la comunicación, que ha traído consigo ventajas, pero también riesgos para el cumplimiento de los derechos humanos; y la crisis medioambiental del planeta, concebida como una amenaza grave contra la vida de toda la humanidad (pp. 9-11).

			Se trata de procesos que han conllevado reformulaciones y tensiones en este campo de estudio. Son especialmente relevantes las críticas al tradicional privilegio de los derechos civiles y políticos por encima de los derechos económicos y sociales, y también las dirigidas a las comprensiones genéricas y descontextualizadas de los derechos humanos. Según Huyssen (2010), por lo general, este discurso

			hace fuertes reclamos legales en nombre de la justicia, pero a menudo termina en una idolatría de principios abstractos y, por ende, ignora los contextos históricos y políticos que deben ser reconocidos y negociados si va a adoptarse una política de derechos humanos en un país específico en un momento determinado (p. 3).

			La necesidad de desarrollar una práctica localizada, no universalista de los derechos humanos, que los haga más incluyentes y eficaces, tiene eco en autores como Boaventura de Sousa Santos (2014), quien hace un llamado a “inventar y desarrollar una concepción contrahegemónica e intercultural de los derechos humanos” (p. 33), como respuesta a las problemáticas relacionadas con las injusticias históricas que han sufrido ciertos grupos sociales en el sur global. Estas nuevas tendencias en la concepción de los derechos humanos han llevado, por ejemplo, al reconocimiento del “derecho a la tierra como una condición de la vida humana y, por lo tanto, un derecho mucho más amplio que el derecho a la reforma agraria, al agua, los derechos de la naturaleza, el derecho a la soberanía alimentaria, a la diversidad cultural o a la salud colectiva” (p. 103). Igualmente, se ha logrado el reconocimiento paulatino de los derechos colectivos, especialmente de grupos históricamente excluidos, como mujeres, indígenas, afrodescendientes, víctimas de la violencia racial y comunidades lgtbi, con lo cual se ha dado un paso hacia la defensa de su identidad y su diversidad cultural.

			El estudio de los archivos privados (personales y comunitarios) relacionados con el conflicto armado interno en Colombia que desarrollo en este libro se inscribe en la corriente de quienes han planteado la necesidad de adoptar los discursos de los derechos humanos y la justicia transicional desde miradas menos universales y abstractas, ponderando con ello el significado y las repercusiones de su aplicación desde abajo (Gómez, 2013; López Pacheco, 2017; McEvoy y McGregor, 2008; Santos y Rodríguez, 2007). Una perspectiva desde arriba es aquella que “aborda las relaciones entre política y derecho desde una mirada fundamentalmente institucional, que hace énfasis en el diseño de políticas públicas, marcos jurídicos y el rol de las élites políticas” (Gómez, 2013, p. 152). En contraste, la perspectiva desde abajo se concentra “de una parte, en la participación de actores no estatales en el diseño político y la aplicación de mecanismos de justicia transicional y, de otra, en prácticas no formales de resolución de conflictos en espacios locales” (pp. 152-153). Esto implica tener en cuenta la experiencia y las iniciativas que surgen desde la sociedad civil, es decir, valorar las perspectivas de las personas en sus contextos particulares y de acuerdo con su propia experiencia frente a la violencia (McEvoy y McGregor, 2008).

			A propósito de la justicia transicional, Pablo de Greiff (2012) ha dicho que se trata de un conjunto de medidas “que pueden ser implementadas para hacer frente al legado de los abusos masivos de derechos humanos, donde ‘hacer frente al legado’ de tales abusos significa, en primer lugar, demostrar la vigencia de las normas de derechos humanos que fueron sistemáticamente violadas” (p. 77). La aplicación de este modelo de justicia se apoya en distintos mecanismos, entre ellos: disposiciones contra los responsables de las violaciones a los derechos humanos, fomento de iniciativas de búsqueda de la verdad para esclarecer el pasado y construir memoria, reparación a las víctimas y sobrevivientes y cambio en las instituciones de cara a la conformación de gobiernos democráticos. Los archivos han ido cobrando cada vez más importancia con la puesta en marcha de estos mecanismos. En el contexto colombiano, la adopción de medidas gubernamentales en materia de justicia transicional es relativamente reciente. No obstante, se puede rastrear su presencia en forma de discursos y prácticas, especialmente de orden local, desarrollados por organizaciones defensoras de derechos humanos y por colectivos de víctimas, incluso antes de su adopción como política de Estado (Saffón y Tacha, 2018). En los archivos aquí estudiados aparecen documentadas iniciativas de resolución negociada de conflictos, acciones de promoción de espacios de reconciliación, experiencias de construcción de paz, entre otras, que tienen en común el hecho de ser emprendimientos sociales enraizados en los territorios.

			Además, esta perspectiva desde abajo ofrece una herramienta idónea para entender la importancia de los archivos personales y comunitarios en contextos de aplicación de mecanismos de justicia transicional, por ejemplo: 1. como soporte de las demandas de reconocimiento de las víctimas en función del pasado;3 2. como mecanismo para acceder a la justicia; 3. como evidencia de los procesos participativos emprendidos por personas y organizaciones sociales para la construcción de memoria colectiva.

			El concepto de memoria colectiva planteado por Maurice Halbwachs (2004a) resulta útil para pensar los discursos sobre la memoria que han emergido con fuerza en lo que va del siglo xxi.4 Para Halbwachs, el sustento de la memoria son los individuos y los grupos, ubicados en espacios y tiempos concretos, que la conservan y la expresan en el recuerdo. Los puntos de referencia estructuran nuestra memoria como individuos y la insertan en la memoria de la colectividad a la que pertenecemos, es decir, memoria individual y memoria colectiva mantienen una relación dialéctica:

			si la memoria colectiva obtiene su fuerza y duración al apoyarse sobre un conjunto de hombres, son los individuos los que recuerdan, en tanto que miembros del grupo. De este amasijo de recuerdos comunes, que se sostienen unos en otros, no todos aparecerán con la misma intensidad. Puede decirse que cada memoria individual representa un punto de vista sobre la memoria colectiva y que ese punto de vista cambia según el lugar que ocupo en ella y que ese lugar cambia, a su vez, según las relaciones que mantengo con otros medios (p. 50).

			La memoria, según este planteamiento, no surge solo de las experiencias individuales, sino que se construye en relación con unos marcos sociales más amplios, estables y estructurados. En este sentido, la memoria se forja en un tiempo y en un espacio determinado y se expresa a través del lenguaje, elemento determinante en la configuración de la realidad. Así, los marcos sociales son los que posibilitan el recuerdo del pasado siempre en relación con las necesidades y preocupaciones del presente en el que tiene lugar la rememoración (Halbwachs, 2004b). Para el propósito de esta investigación, el aporte más significativo de Halbwachs es su hipótesis según la cual la memoria es siempre socialmente elaborada, delimitada e interpretada en diferentes grupos (la familia, la escuela, la comunidad, etc.), lo que supone la coexistencia de una diversidad de memorias colectivas en una sociedad.

			La categoría de memoria colectiva en este análisis es concebida como una herramienta plural que permite dar cuenta de la heterogeneidad cultural del recuerdo ligado a las comunidades y a los territorios. Específicamente, se estudia la construcción de memoria en contextos marcados por la violencia y, dentro de esa trama, el análisis de los archivos como soportes de esa memoria, como elementos fundamentales en el proceso cultural del recuerdo (Halbwachs, 2004a). Aunque no es objeto de este estudio, cabe señalar que la memoria también suele expresarse en actuaciones y gestos que, antes que representar el pasado, lo incorporan performativamente (Taylor, 2015).

			En general, parto del reconocimiento de que la recuperación del pasado en el presente pasa necesariamente por un proceso de selección, consciente o inconsciente, pues es imposible recordarlo todo. Al decir de Todorov (2000), “La memoria, como tal, es forzosamente una selección: algunos rasgos del suceso serán conservados, otros inmediata o progresivamente marginados, y luego olvidados” (p. 16). Los archivos, en cuanto soporte de las memorias, responden necesariamente a esta premisa. Todo archivo es el resultado de procesos de selección y ha pasado por el tamiz de la subjetividad del creador o del custodio. A la selección se le suman las pérdidas, dispersiones y adiciones que afectan su conformación a través del tiempo. Tanto en los archivos personales y comunitarios como en los oficiales, mientras que ciertos segmentos del pasado aparecen ampliamente representados, subrayados, ilustrados, otros trozos de ese tiempo han sido silenciados, borrados, destruidos, abandonados.

			Por otra parte, autores como Elizabeth Jelin (2003) y Andreas Huyssen (2014) han planteado que el vínculo entre derechos humanos y memoria colectiva supone la emergencia de un nuevo campo de conocimiento en las ciencias sociales, argumentando que si bien ambas categorías tienen una larga historia, a partir de los años ochenta del siglo xx adquieren un nuevo impulso gracias a una serie de acontecimientos que sacuden la política y la geopolítica en buena parte del mundo, entre ellos la desaparición de las dictaduras conservadoras europeas (Portugal, Grecia y España), la reunificación alemana, la disolución de la Unión Soviética, el fin de las dictaduras militares en el Cono Sur y el desmonte de regímenes basados en la represión ejercida por el poder político en países como Zimbabue y Sudáfrica. La transformación de los derechos humanos, también de los discursos, las prácticas y las políticas de la memoria, se ha situado en un primer plano. Ambos discursos aparecen en un contexto transnacional y luego se afianzan en lo local. Según Huyssen (2010), en este campo emergente de conocimiento social es necesaria la articulación entre el discurso de los derechos humanos y las memorias de la violencia para evitar las interpretaciones ahistóricas y abstractas:

			si los estudios de la memoria en las humanidades aspiran a tener un futuro, necesitan forjar un vínculo mucho más robusto con los derechos humanos, [los] derechos culturales y el discurso de la justicia de transición. Tal cambio de enfoque nos permitirá librarnos de privilegiar exclusivamente el pasado como sujeto de investigación (algo natural para los humanistas) y recuperar la memoria para las luchas presentes y futuras sobre los derechos (p. 5).

			La invitación es, entonces, a realizar análisis situados y concretos que estén orientados por la formulación de nuevas preguntas sobre realidades específicas y que problematicen conceptual y políticamente los estudios de la memoria en relación con las violaciones a los derechos humanos.

			Tanto el discurso de los derechos humanos como el de la memoria son productos culturales determinados por los conflictos y las luchas entre los distintos grupos sociales en los cuales se manifiestan. A menudo los derechos se enfrentan entre sí y la acción de forjar memorias dentro de una colectividad inevitablemente entraña la pugna por un determinado relato del pasado, por su inclusión o exclusión: “tales tensiones y conflictos son componentes claves de la esfera pública en sociedades abiertas, e idealmente deben ser sujeto de reconocimiento político, deliberación democrática y negociación” (pp. 4-5).

			Precisiones metodológicas

			A continuación, daré cuenta de la ruta metodológica de esta investigación. Para el análisis me he apoyado en la idea de que los archivos son vehículos para la construcción de las memorias del pasado en el presente. Así, desde el presente de la investigación he indagado por las prácticas, los sentidos y los usos de los archivos que documentan la violencia vivida desde la perspectiva de los sobrevivientes.5 Dado que en algunos casos se trata de una violencia estructural cuyas causas persisten, la utilidad de este estudio es que llama la atención sobre la existencia de archivos que ayudan a forjar las memorias que soportan las luchas presentes y futuras en relación con los derechos humanos.

			Si bien este libro se centra en el caso colombiano, para contar con más elementos de análisis procuré tener como marco de referencia otras experiencias en América Latina. Estas han aparecido en los debates sobre el pasado reciente que han tenido lugar en las últimas décadas en la región (Allier y Crenzel, 2015; Jelin, 2002b). A este respecto, me propuse señalar tanto los rasgos comunes como las particularidades que, según los contextos y los momentos, han determinado las formas como se han forjado las memorias, especialmente las relacionadas con la búsqueda de verdad y de justicia.

			De un universo amplio de archivos producidos en Colombia por la sociedad civil seleccioné los cuatro archivos estudiados en este libro de acuerdo con las siguientes condiciones: 1. que fueran producidos por sobrevivientes del conflicto armado en Colombia; 2. que las personas o comunidades productoras de los archivos tuvieran reconocimiento social como defensoras de derechos humanos; 3. que fuera posible establecer relaciones de confianza con las personas que los han creado o que actualmente los custodian; 4. que el contenido de los archivos y las personas a su cargo brindaran información que permitiera rastrear los procesos de creación, organización y uso.

			A partir de la elección, desde una perspectiva diacrónica, se hizo un estudio intensivo de cada uno de los casos que ha quedado plasmado en descripciones exhaustivas. Estas, a su vez, permitieron hacer interpretaciones y validar las categorías conceptuales. Aunque los resultados no son generalizables, sí pueden compararse con otros estudios que analicen problemas similares.

			La etnografía de archivo resultó idónea para estudiar el contexto sociocultural de creación y gestión de los archivos y para analizar los documentos en relación con las vidas de las personas que los han creado (Gracy, 2004). La observación de los archivos y la inmersión en su entorno arrojó un cúmulo de información que, tras ser analizada, permitió explicar las prácticas de documentación y dar cuenta de los sentidos que estas prácticas adquieren para quienes las realizan. En los estudios de caso, se articulan estas dos dimensiones, prácticas y significados, para dar cuenta de la importancia social de los archivos. A su vez, el uso de esta estrategia metodológica, aplicada a un problema poco abordado en el ámbito de la archivología, me permitió hacer inferencias relacionadas con la potencial contribución de este tipo de archivos al esclarecimiento de pasados violentos y, especialmente, a los trabajos de la memoria.

			En la investigación tomé como principio el establecimiento de relaciones de confianza mutua, construidas a lo largo de muchos encuentros, con las personas y comunidades vinculadas a los archivos. Esta participación implicó retos y compromisos éticos, pues traté con personas que han sufrido experiencias traumáticas y dolorosas. El objetivo fue trascender el rol del participante como mera fuente de información y, más bien, valorar sus aportes como parte de un proceso de colaboración. Por lo tanto, en el presente libro entiendo que el colaborador es aquella persona vinculada a cualquiera de los archivos estudiados, conocedora de su historia y dinámicas. Los encuentros permitieron obtener una mirada desde adentro, desde el punto de vista de los creadores y usuarios.

			El trabajo de campo o fase de levantamiento de la información fue desarrollado entre los años 2015-2019. Utilicé diversas técnicas de investigación: observación participante, diario de campo, historia de vida, consulta de los propios archivos, entrevistas y rastreo en fuentes secundarias.

			La observación participante se dio a partir de mi presencia en los distintos espacios de los archivos. En cada uno de estos lugares pude observar y registrar las prácticas documentales y sus sentidos. Así mismo, pude identificar a las personas responsables de producir, acopiar, organizar y custodiar los documentos (especialmente en el caso de los dos archivos comunitarios). Durante el tiempo de la observación fui invitada a participar en reuniones, talleres y encuentros que giraron en torno al archivo. Esto último me permitió alcanzar un grado privilegiado de proximidad que se refleja en los análisis correspondientes.

			El diario de campo se constituyó como la herramienta de registro por excelencia. En él anoté sistemáticamente datos, ideas, preguntas, entre otras informaciones que fueron surgiendo a partir de lecturas, visitas, encuentros y conversaciones con los colaboradores. Estos apuntes constituyeron un soporte importante a la hora del análisis y la escritura. A menudo las notas consignadas allí me llevaron a reflexionar sobre los hallazgos, a hacer comparaciones entre las distintas experiencias y, en algunas ocasiones, a reorientar los objetivos y las cuestiones formuladas inicialmente.

			Las entrevistas fueron un recurso metodológico fundamental. El problema de investigación sirvió de orientación para el establecimiento de su estructura y contenido. En la práctica dieron lugar a diálogos que me permitieron profundizar en el conocimiento, por ejemplo, de las prácticas de archivo desarrolladas por personas y organizaciones. Los momentos y los lugares de las entrevistas fueron concertados previamente con los colaboradores. La grabación de audio y la libreta de apuntes, con autorización previa, fueron los medios de registro elegidos.

			En el caso de los dos archivos personales recurrí a las historias de vida como herramienta para explorar e ilustrar la identidad de sus creadores e hice hincapié en el significado que cada uno le ha asignado a la práctica de archivar. En la construcción de los relatos utilicé varias fuentes, entre ellas: entrevistas, documentos de archivo, noticias de prensa, artículos, cuya información fue cotejada y puesta al servicio del relato. Una primera versión de la historia de vida fue compartida con los creadores, con el propósito de que la comentaran, corrigieran y ampliaran. Por otra parte, el bosquejo de las trayectorias de vida me permitió establecer conexiones con la historia reciente del país y particularmente con el movimiento de derechos humanos. En el caso de las organizaciones, recurrí al método histórico para presentar un recorrido por sus trayectorias sociales y políticas.

			Uno de los principales intereses de este libro fue identificar los usos de los archivos en relación con la defensa de los derechos humanos y la construcción de memoria colectiva. En ese sentido fueron determinantes las cuestiones propuestas por Duff, Flinn, Suurtamm y Wallace (2013), especialmente las relacionadas con el impacto social de los archivos en la sociedad. A propósito, plantean que:

			las categorías de impacto social reflejan los impactos típicos de cualquier servicio social, institución patrimonial o servicio de información que tenga presencia en la vida pública. Es un hecho que la mayoría de los archivos deben contribuir socialmente, proporcionando espacio público, dando la bienvenida a todos los miembros de la sociedad y proporcionando recursos de información que ayudan en su desarrollo. Lo que es más interesante considerar son las formas específicas en que los archivos por su naturaleza y contenido contribuyen a la justicia social (p. 332).

			Según estos autores, el valor que tienen los documentos de archivo como evidencia de acciones es una de sus características más sobresalientes y, potencialmente, representa el mayor aporte de los archivos a la justicia social en el ámbito político. Ahí reside su uso primario. Un segundo uso está determinado por la utilización de los documentos de archivo como fuentes en publicaciones, trabajos académicos, el periodismo, la literatura, el cine, etc. En este último caso, los usuarios finales no entran en contacto directo con los documentos, sino que lo hacen a través de distintas mediaciones. Sobre esta base analicé la importancia de estos cuatro acervos documentales en un contexto de implementación de medidas propias de la justicia transicional, en particular las concernientes a la reparación material y simbólica de víctimas y sobrevivientes. El análisis cualitativo intenta dar cuenta de las configuraciones de estos acervos, de sus transformaciones con el paso del tiempo y de sus usos reales y potenciales.

			Presento los archivos analizados en el contexto de la historia reciente de Colombia. Para tal efecto, llevé a cabo una investigación documental en la cual rastreé la presencia del movimiento de derechos humanos en el país a partir de la década del setenta hasta nuestros días, concentrándome en las distintas prácticas de documentación y sus usos.

			Finalmente, los datos derivados de la aplicación de los diferentes métodos y técnicas de investigación (análisis documental, entrevistas, diario de campo, historia de vida, método histórico) fueron combinados y corroborados mediante un ejercicio de triangulación metodológica que sirvió de soporte al proceso de escritura del presente texto.

			

			
				
					1	Salvo que se indique lo contrario, son propias las traducciones de esta y las siguientes fuentes en lenguas extranjeras.

				

				
					2	Tal vez la excepción se encuentre en las corrientes inglesa y estadounidense, en las cuales quienes trabajan con archivos personales a menudo usan el término “colección” como sinónimo de “fondo” (Yeo, 2012).

				

				
					3	Uso la categoría de “víctima” para aludir a quienes sufrieron daños directos en el marco del conflicto armado interno por parte de actores armados legales e ilegales. No obstante, reconozco que es una categoría problemática, que su aplicación en el contexto colombiano reviste una enorme complejidad. A propósito, véase Guglielmucci (2017).

				

				
					4	Halbwachs escribió tres obras en torno al problema de la memoria colectiva: Les cadres sociaux de la mémoire (1925); La Topographie légendaire des Évangiles en Terre Sainte: Étude de mémoire collective (1941) y, por último, La Mémoire Collective (1950); la redacción de esta última data de 1941-1944 y corresponde a una compilación de notas y ensayos que él escribiera hasta antes de su deportación y muerte en el campo de concentración de Buchenwald en 1945. No pretendo abordar en su complejidad la noción de memoria colectiva esbozada por Halbwachs, una tarea que desbordaría los alcances y los propósitos de este texto.

				

				
					5	Con la noción de “sobrevivientes” me refiero a los familiares de las víctimas, entre otras razones, porque en el trabajo con las comunidades me he encontrado con esa demanda, especialmente por parte de las mujeres que dicen “yo soy sobreviviente” y manifiestan con ello su capacidad de agencia, de resistir el dolor, de ayudar a otros, de luchar por su dignidad. Un análisis de este tema puede leerse en Comins-Mingol (2015).
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